               PROYECTO DE DECLARACION

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

                                                      DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial de cumplimiento a lo prescripto por el artículo octavo, (8vo) de la Ley 10.592, que establece la obligatoriedad por parte del Estado Provincial, sus organismos descentralizados, empresas del Estado, municipalidades, entidades de derecho público no estatales creadas por ley, y empresas privadas subsidiadas por el Estado, de ocupar a personas discapacitadas que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción no inferior al cuatro por ciento, (4 % ) de la totalidad de su personal.  
                                    FUNDAMENTOS 

El presente proyecto de Declaración tiene por objeto solicitar al Poder Ejecutivo Provincial se de cumplimiento a lo prescripto por el artículo 8º de la Ley 10.592, reglamentada mediante Decreto 1149/90, que establece la obligatoriedad por parte del Estado Provincial, Empresas del Estado, Municipalidades, Entidades de Derecho Público no estatales creadas por Ley y empresas privadas subsidiadas por el estado, de ocupar a personas discapacitadas que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción no inferior al cuatro por ciento (4%) de la totalidad de su personal, con las modalidades que fija la reglamentación.

La precitada Ley 10.592, en su artículo 8º, proporciona el marco legal necesario para llevar adelante esta política de inserción laboral de las personas con capacidades diferentes, pero resulta necesario se fiscalice su implementación para poder cumplir  con los fines de la misma.

Una de las prioridades para la construcción de una sociedad que respete las diversidades es planificar políticas de equiparación de oportunidades. En este sentido y atento a las condiciones de desigualdad, vulnerabilidad y exclusión que afectan a las personas con discapacidad, surge la necesaria obligación de ejecutar políticas complementarias a las acciones que las propias personas y sus familias vienen desarrollando y que den respuestas eficaces a sus preocupaciones de inserción laboral, a efectos de fortalecer su autonomía e independencia.

Según informe de la Organización Internacional del Trabajo, junto a los principales motivos de discriminación laboral como el racismo y razones de sexo, han surgido recientemente otros, entre los que se encuentra la discapacidad.

En nuestro país el panorama se confirma. Según la Encuesta Nacional de Discapacidad (ENDI) realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, en octubre de 2005, el 7,1% de la población tiene alguna discapacidad y más precisamente, según el Ministerio de Desarrollo Humano, de quien depende la Dirección de Políticas para Personas con Capacidades Diferentes, organismo de aplicación de la Ley 10.592, el ochenta y dos por ciento (82%) de los bonaerenses con discapacidad son pobres.

 Por los argumentos antes esgrimidos es que solicito a este Honorable Cuerpo la aprobación del presente proyecto de Declaración. 

